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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de enero de 2016. 

 La señora Claribel Rivera Casanova y su hija Clarisabel 

Torres Rivera presentaron este recurso de apelación el 5 de 

noviembre de 2015, para que revoquemos la Sentencia dictada por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón, mediante la 

cual desestimó, con perjuicio, la demanda en daños y perjuicios 

por difamación instada contra el señor Rafael Román Meléndez, en 

su carácter personal, su esposa, señora Vivian I. Torres Chervoni y 

la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos. El 

tribunal concluyó que la demanda estaba prescrita, por lo que 

declaró Ha Lugar a la moción de desestimación presentada por 

estos. 

 En esencia, nos corresponde determinar si la carta cursada 

por la parte demandante-apelante al Secretario de Justicia, el 20 

de septiembre de 2013, constituye una reclamación extrajudicial 
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que interrumpiera el término prescriptivo de un año para instar la 

causa de acción en daños, a partir de las presuntas 

manifestaciones difamatorias contra la señora Claribel Rivera 

Casanova ocurridas los días 6 y 7 de agosto de 2013. Ello, dado 

que la demanda se presentó el 16 de septiembre de 2014, es decir, 

transcurrido más de un año desde la fecha en que ocurrieron las 

presuntas expresiones que motivan la demanda por difamación. 

 Con el beneficio de la comparecencia del señor Rafael Román 

Meléndez, en su capacidad personal, su esposa Vivian I. Torres 

Chervoni y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por 

ambos, representados por la Procuradora General, y tras examinar 

los alegatos de las partes, se confirma la Sentencia dictada el 29 de 

septiembre de 2015. 

I 

 El señor Rafael Román Meléndez (Román), quien ocupa el 

cargo de Secretario de Educación del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico, removió a la señora Claribel Rivera Casanova (Rivera) 

del puesto de Directora de la Región de San Juan que ocupaba en 

dicho departamento. Al momento de la remoción efectuada por la 

autoridad nominadora, habían surgido unas diferencias en torno a 

ciertos nombramientos de maestros y personal de los comedores 

escolares en la región educativa.  

 A raíz de unas presuntas expresiones difamatorias contra la 

señora Rivera, respecto al desempeño de sus responsabilidades, 

que emitiera el señor Román durante los días 6 y 7 de agosto de 

2013, la señora Rivera y su hija presentaron una demanda por 

difamación contra el funcionario, en su calidad personal, así como 

oficial, contra su esposa y la Sociedad Legal de Gananciales 

constituida por estos. También, estas demandaron al Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico (Estado) y a ciertas aseguradoras, de 
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nombre desconocido. La demanda se presentó el 16 de septiembre 

de 2014. 

 De inicio, el Estado Libre Asociado solicitó la desestimación 

de la demanda en su contra en virtud de la Ley de Reclamaciones y 

Demandas contra el Estado, Ley Núm. 104 de 29 de junio de 1955, 

según enmendada, 32 LPRA sec. 3074 et seq. El Estado planteó 

que el Artículo 6 de dicha Ley establece su inmunidad respecto a 

reclamaciones y causas de acción en daños y perjuicios por actos u 

omisiones de un funcionario público en las que medie la 

difamación, entre otras circunstancias y actuaciones intencionales. 

32 LPRA sec. 3081. En su consecuencia, el tribunal dictó 

Sentencia parcial que desestimó la demanda por difamación contra 

el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, allá para el 25 de febrero 

de 2015. Así las cosas, los procedimientos judiciales continuaron 

respecto a los restantes co-demandados, a saber contra el señor 

Román, en su carácter personal, su esposa y la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por ambos. 

 Entonces, en el mes de julio de 2015, los demandados 

presentaron una Moción en solicitud de desestimación en la que 

articularon el siguiente planteamiento: que de la demanda 

presentada el 16 de septiembre de 2013, claramente se desprendía 

que la parte demandante había advenido en conocimiento de los 

presuntos daños los días 6 y 7 de agosto de 2013, por lo que el 

término de un año requerido por el Artículo 1868 del Código Civil 

de Puerto Rico para instar la causa de acción en daños había 

transcurrido en exceso al momento de la presentación de la 

demanda. 31 LPRA sec. 5298(2). 

 Además, los demandados plantearon que la carta enviada el 

11 de septiembre de 2013, por conducto de la licenciada Vanessa 

Caraballo, abogada de las demandantes, al señor Román, mediante 

la cual le solicitaba que rectificara sus expresiones, de entenderse 
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como una reclamación extrajudicial, había ampliado el plazo de un 

año hasta el 11 de septiembre de 2014, para presentar la demanda 

en cuanto al señor Román, únicamente. Sin embargo, por la 

demanda haber sido presentada el 16 de septiembre, la misma se 

intimaba tardía. De otra parte, que tal misiva no había 

interrumpido el plazo del año respecto a la señora Vivian I. Torres 

Chervoni, tampoco respecto a la sociedad legal de gananciales. En 

otras palabras, que la demanda presentada el 16 de septiembre de 

2013, era a todas luces, tardía y la causa de acción estaba 

prescrita. 

 El 31 de agosto de 2015, la parte demandante se opuso a la 

solicitud de desestimación. En lo particular, destacó que la parte 

demandada, en su análisis en el cual procuraba la desestimación 

de la demanda, omitía toda referencia a la otra carta cursada al 

Secretario de Justicia de Puerto Rico el 20 de septiembre de 2013, 

y recibida el día 23 de dicho mes y año. A su juicio, dicha 

comunicación realizada para cumplir con la notificación requerida 

en todo pleito contra el Estado, cumplía con los criterios para ser 

considerada una reclamación extrajudicial, que había 

interrumpido el término prescriptivo del año.  

 En otras palabras, que, desde el 20 de septiembre de 2013, 

había comenzado a correr de nuevo el plazo del año, por lo que la 

demanda presentada el 16 de septiembre de 2014 era oportuna y 

en tiempo. En su consecuencia, las demandantes recabaron del 

tribunal que denegara la solicitud de desestimación promovida por 

el señor Román, su esposa y la Sociedad Legal de Gananciales 

compuesta por ambos. 

 Tras examinar los escritos de las partes y la jurisprudencia 

interpretativa aplicable, el foro apelado emitió Sentencia el 29 de 

septiembre de 2015, mediante la cual desestimó, con perjuicio, la 
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demanda contra el señor Román, en su carácter personal, su 

esposa y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos. 

 Insatisfechas con el curso decisorio del tribunal apelado, la 

señora Rivera y su hija presentaron el recurso de apelación que 

nos ocupa. 

II 

 Las apelantes formularon tres señalamientos de error, a 

saber: 

Primer error: Erró el Tribunal de Primera Instancia al 
desestimar la demanda debido a que los medios de 
interrupción extrajudicial, enviados mediante carta, al 
Secretario de Educación Rafael Román Meléndez y al 
Secretario de Justicia no interrumpen el término de 
prescripción. 
 
Segundo error: Erró el Tribunal de Primera Instancia en 
declarar prescritas las reclamaciones de daños instadas 
por Doña Claribel Rivera Casanova y Clarisabel Torres 
Rivera contra el Secretario de Educación Rafael Román 
Meléndez, Vivian Torres Chervoni y la Sociedad Legal de 
Gananciales. 
 
Tercer error: La sentencia emitida por el Tribunal de 
Primera Instancia debe revocarse ya que aplican a los 
hechos del caso de autos las doctrinas de los actos 
propios y el abuso del derecho. 

  

III 

 Tal cual expresáramos al comienzo, nos corresponde 

determinar si la carta cursada por la parte demandante-apelante al 

Secretario de Justicia, el 20 de septiembre de 2013, constituye una 

reclamación extrajudicial que interrumpió el término prescriptivo 

de un año para instar la causa de acción en daños, a partir de las 

presuntas manifestaciones difamatorias contra la señora Claribel 

Rivera Casanova ocurridas los días 6 y 7 de agosto de 2013. Todo 

ello en consideración a que la demanda se presentó el 16 de 

septiembre de 2014, es decir, transcurrido más de un año desde la 

fecha en que ocurrieron las presuntas expresiones que motivan la 

demanda por difamación. 
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 La controversia jurídica ha quedado delimitada a lo 

expresado en el párrafo anterior, pues es evidente y claro que la 

carta enviada el 11 de septiembre de 2013, directamente al señor 

Román, como Secretario de Educación, con el propósito de que 

rectificara sus expresiones públicas sobre el desempeño de la 

señora Rivera, de intimarse como una reclamación extrajudicial 

interruptora, solamente amplió el término prescriptivo desde el 11 

de septiembre de 2013, hasta el 11 de septiembre de 2014. La 

demanda presentada el 16 de septiembre de 2014, está prescrita 

por excederse del término prescriptivo de un año desde que 

ocurrieron las presuntas manifestaciones difamatorias. 

 Ahora bien, la naturaleza interruptora de una carta remitida 

al Secretario de Justicia en el contexto de una demanda en daños 

y perjuicios al amparo de la Ley de Reclamaciones y Demandas 

contra el Estado, supra, fue analizada en el caso de Zambrana 

Maldonado v. E.L.A., 129 DPR 740, 759-760 (1992), y reiterada en 

SLG García-Villegas v. ELA et al., 190 DPR 799, 803 (2014), pero, 

en este último caso, en el contexto de pleitos contra los 

municipios. La doctrina establecida por dicha jurisprudencia 

aclara el alcance del carácter interruptor, el cual está sujeto al 

cumplimiento de ciertos requisitos de contenido en la 

comunicación en cuestión. En otras palabras, la carta, en sí 

misma, tiene que cumplir con los criterios jurisprudenciales de 

una reclamación extrajudicial para imprimirle la fuerza 

interruptora al plazo prescriptivo del año. También, es medular 

tener presente a cuáles protagonistas en el pleito favorece o 

beneficia dicha interrupción prescriptiva ya que, como veremos, 

solamente beneficia a la parte demandante frente al Estado. Es 

decir, el efecto interruptor al materializarse en el contexto de un 

litigio en virtud de la Ley Núm. 104, supra, y del requisito de 

notificación previa al Secretario de Justicia, necesariamente 
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delimita su alcance interruptor, si alguno, frente al propio Estado. 

Veamos. 

 En lo particular, el Tribunal Supremo en Zambrana 

Maldonado v. E.L.A., supra, a las págs. 759-760, expresó: 

[E]l Artículo 2A [de Ley de Reclamaciones y Demandas 
contra el Estado], no hace mención del efecto que tendrá 
el cumplimiento con el requisito de notificación previa 
sobre el Art. 1873 del Código Civil, supra, que regula la 
interrupción del término prescriptivo de las acciones. La 
Ley Núm. 104, supra, no limita el derecho de un 
perjudicado a interrumpir el término prescriptivo de una 
acción contra el Estado en daños. El inciso (f) del Art. 
2A, supra, no tiene ni puede tener este efecto. El Art. 
2A, supra, es una limitación al derecho de los 
perjudicados a solicitar indemnización de parte del 
Estado, y como tal, debe ser interpretado 
restrictivamente. Por lo tanto, nada impide que junto 
con la notificación previa al Secretario de Justicia 
que exige el Art. 2A, supra, se incluya la reclamación 
interruptora del Art. 1873 del Código Civil, supra. 
Esta interpretación no sólo es cónsona con el 
propósito de la Ley Núm. 104, supra, de que el Estado 
responda bajo las mismas circunstancias, forma y 
extensión que a las personas naturales, sino que 
también armoniza con las figuras de la prescripción e 
interrupción. 
 

(Énfasis y subrayado nuestro). 

  
 Al analizar la comunicación dirigida al Secretario de Justicia, 

conforme esta jurisprudencia interpretativa, hay que indagar si 

hubo una “manifestación inequívoca de quien amenazado con la 

pérdida de su derecho, expresa su voluntad de no perderlo.” 

Feliciano v. A.A.A., 93 DPR 655, 660 (1966). Dicha aproximación 

requiere de un análisis del contenido de la comunicación, como un 

todo integral, y de un enfoque liberal para determinar si la carta es 

una reclamación extrajudicial con fuerza interruptora del término 

prescriptivo. Ahora bien, es medular aclarar que, de determinar 

que la comunicación es de naturaleza interruptora, la causa de 

acción se entiende no prescrita frente al Estado, por lo tanto, no 

interrumpe frente a las demás partes demandadas, en su calidad 

personal.  

 Este análisis sosegado y sencillo en el recurso que nos 

ocupa, lleva inexorablemente a la misma conclusión a la que arribó 
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el tribunal apelado en su Sentencia. La demanda está prescrita en 

cuanto al señor Román, en su calidad personal, su esposa Vivian I. 

Torres Chervoni y la sociedad legal de gananciales. 

 Esta conclusión jurídica no varía aunque determináramos 

que la carta del 20 de septiembre de 2013, remitida al Secretario 

de Justicia tuvo efecto interruptor en el término prescriptivo de un 

año. Llana y simplemente, la interrupción solamente favorece a la 

parte demandante frente al Estado, pero no interrumpió frente a 

los restantes demandados en su calidad personal. Respecto a 

estos, el término prescriptivo no quedó interrumpido con la carta 

enviada al Secretario de Justicia. El término prescriptivo de un año 

continúo su transcurso desde las presuntas manifestaciones 

difamatorias, hasta concluir a principios del mes de agosto de 

2014. Asimismo, recordemos que mediante la Sentencia parcial del 

25 de febrero de 2015, ya se había desestimado la demanda por 

difamación contra el Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Por lo 

tanto, el Estado había dejado de ser parte del pleito.  

 Así pues, la demanda presentada el 16 de septiembre de 

2014 está prescrita en cuanto al señor Román, en su carácter 

personal, su esposa y la sociedad legal de gananciales. En su 

consecuencia, procede confirmar la Sentencia impugnada. 

III 

 Por las razones antes expresadas, se confirma la Sentencia 

dictada el 29 de septiembre de 2015, que desestimó, con perjuicio, 

la demanda por difamación instada contra el señor Rafael Román 

Meléndez, en su carácter personal, su esposa Vivian I. Torres 

Chervoni y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por 

ambos, por haberse presentado en exceso del término prescriptivo 

de un año dispuesto en el Artículo 1868 del Código Civil de Puerto 

Rico. 
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Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


